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Estimada señora:

Asunto:
Improbación de cánones de regulación para el año 2010, solicitados por la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos (ARESEP).

Con el fin de que sea conocido por esa Junta Directiva se le informa que, mediante oficio N° 193-GG-2009 (14471), de fecha 29 de mayo de 2009, esa Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos (ARESEP) sometió a la aprobación de esta Contraloría General los cánones para el período 2010, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 82 de la Ley Reguladora de los Servicios Públicos (Ley Nº 7593 del 9 de agosto de 1996 y sus reformas).  Posteriormente, el 3 de junio de 2009, remite esa Autoridad Reguladora -de forma extemporánea- el oficio
N° 162-IAE-2009, para efecto de que sea incorporado al citado oficio N° 193-GG-2009 (14471), relativo a la “Lista de proyectos para el 2010 y el Perfil de Proyectos.

I.
ASPECTOS PRELIMINARES.
1) La Junta Directiva de la ARESEP aprobó el Proyecto de Cánones para el período 2010, mediante acuerdo número 001-037-2009, artículo 1, del acta de la Sesión Ordinaria número 037-2009, celebrada por ese órgano colegiado el día 28 de mayo de 2009.  Al respecto, no se establece explícitamente que se haya dado la aprobación del Plan Anual Operativo.  
2) De conformidad con lo dispuesto por el inciso c) del artículo 82 de la Ley N° 7593 y sus reformas, esta Contraloría General de la República otorgó audiencia a las empresas reguladas, durante diez días hábiles a partir de la publicación del aviso correspondiente en el diario oficial La Gaceta, para que formulasen sus observaciones a dicho Proyecto de Cánones.  Para tales efectos, se publicó un aviso en La Gaceta 115 del día 16 de junio de 2009 y en la edición del 15 de junio de 2009 del diario La Nación.

3) Las observaciones y objeciones presentadas a este órgano contralor por las empresas reguladas, fueron remitidas a la ARESEP por medio del oficio
N° FOE-ED-0472 (07157) de 3 de julio de 2009 con el fin de que se pronunciase sobre el fondo, además, le fue requerida, por esta vía, información adicional así como explicaciones y justificaciones respecto a temas específicos.  En atención a ello, la Autoridad Reguladora se refirió a los planteamientos hechos por los regulados, así como al resto de los requerimientos, comunicándolo mediante oficios números
194-RG-2009, 195-RG-2009, 196-RG-2009, 197-RG-2009, 198-RG-2009 y 199-RG-2009 todos del 10 de julio de 2009. 
4) La Contraloría General de la República revisó y analizó el Proyecto de Cánones presentado por la ARESEP, el cual contiene, entre otra información, la estimación de los egresos (costo de la regulación) para el ejercicio 2010, por su objeto, al nivel de partidas y subpartidas, expresado en base devengado.
II.
SOBRE LOS ARGUMENTOS EXPUESTOS EN EL PROCESO DE AUDIENCIA.

En respuesta a la audiencia dada, este órgano contralor recibió observaciones y objeciones presentadas en tiempo por CORREOS DE COSTA RICA, FORO NACIONAL DE TRANSPORTE PÚBLICO MODALIDAD AUTOBÚS, FEDERACIÓN NACIONAL DE COOPERATIVAS DE TAXIS R.L. (FENACOTAXI R.L),  SEÑOR JAVIER CORTÉS MONTOYA e INSTITUTO COSTARRICENSE DE ELECTRICIDAD.

1. ARGUMENTOS DE CORREOS DE COSTA RICA

Mediante oficio N° DF-379-09 suscrito por el Msc. Álvaro Coghi Gómez, Gerente General de Correos de Costa Rica, recibido en esta instancia el 26 de junio del presente año, se realizan las observaciones al proyecto de cánones para el 2010 propuesto por la Autoridad Reguladora de Servicios Públicos. 

En el oficio se advierte que el esquema de distribución de los costos operativos utilizado por ARESEP  no se ajusta a la realidad, ya que costos de apoyo se califican como costos directos y como tales se asignan directamente entre todos los entes regulados, cuando por su naturaleza, deberían ser distribuidos directamente solo entre los centros de costos denominados energía, telecomunicaciones y correos, aguas y ambiente y transportes.

Asimismo, se señala que el estudio no especifica el factor que se utilizó para hacer la distribución directa de las horas de regulación de los centros de costos  protección al usuario, asesoría jurídica y legal de la Junta Directiva entre cada una de las entidades reguladas.

El costo de las dietas es excesivo conforme al artículo 2 de la Ley
N° 3065, ya que supera en exceso el comportamiento de la inflación para el 2009, el cual se espera no supere el 8% y no el 10% que establece ARESEP.

Se señala que la metodología de cálculo de los servicios de telecomunicación sufre un incremento superior al nivel de variación del 7.5% normal en los últimos años sin considerar elementos que permitan cuantificar razonablemente la variación, a raíz del incremento del recurso humano de ARESEP para efectos de prestar a la SUTEL los servicios que corresponda. 

Sobre la estimación del incremento del impuesto sobre bienes inmuebles no se cuenta con un elemento de juicio que permita determinar cuantitativamente la variación por motivo de la construcción del nuevo edificio de ARESEP. 

Es requerido, -de acuerdo a Correos de Costa Rica-, detallar y justificar los planes que afecten la partida de alquiler de maquinaria, equipo y mobiliario ya que la proyección se incrementa excesivamente con respecto a la misma durante el año 2008.

Con respecto a las partidas de edificios e instalaciones se alega que no se presenta un detalle de los plantes que respaldan los montos proyectados, ni se indican cuáles son las limitaciones presupuestarias que consideraron para ello. 

A partir de lo anterior se solicita que previo a la aprobación de este proyecto se aclaren dicho puntos por parte de ARESEP, así como que se le requiera la revisión del cálculo de distribución de los costos de operación de tal organismo, el cual tiene como objetivo la definición de los cánones para cada regulado en el periodo 2010.

2. ARGUMENTOS DEL FORO NACIONAL DE TRANSPORTE PÚBLICO MODALIDAD AUTOBÚS

El Foro Nacional de Transporte por Autobús, integrado por las cámaras y asociaciones de empresarios de transporte remunerado de personas presentó su pliego de objeciones al proyecto de cánones 2010 propuesto por ARESEP, con base en los siguientes argumentos:

2.1
La metodología propuesta no está acorde con las disposiciones de la propia ARESEP

La nueva técnica para el cálculo de los cánones de regulación varía hacia el cobro de un porcentaje del monto facturado por los regulados en la prestación del servicio público, lo cual va en perjuicio de las finanzas de las empresas prestatarias. El canon debe calcularse de acuerdo con las posibilidades de pago reales de los regulados.

Para este argumento de cobro ARESEP analizó únicamente los estados financieros de las empresas que prestan servicio de transporte remunerado de personas, sin analizar los gastos en que se ha incurrido, lo cual le limita para tener clara la realidad de los operadores del servicio, siendo los datos imprecisos también, pues no se anota las fuentes de obtención de dichos datos; no apunta si son periodos fiscales o años calendario, lo cual produce una situación de desamparo para esgrimir argumentos técnicos ante la Contraloría. 

Otro argumento es que no se midió fue el impacto que tendrá este canon en las tarifas cobradas por el servicio prestado y en las finanzas de los concesionarios y permisionarios del servicio, lo cual se agrava con las nuevas normas que ARESEP  planteó para presentar peticiones tarifarías, lo cual va contra el principio del servicio al costo.

Se advierte por parte del objetante que la cifra que desea recaudar es inconveniente y atenta contra el equilibrio financiero de los prestatarios del servicio.

Además, se alega que el proyecto no explica como el aumento que se está solicitando se reflejará en las tarifas del sector a partir de enero del 2010, ya que éste repercutiría en los usuarios, de igual manera se argumenta que el porcentaje de incremento no considera la situación económica del país a corto y mediano plazo ni toma en cuenta el tipo de cambio, las tasas de interés, la expansión limitada del crédito y un descenso en el índice mensual de la actividad económica.

La propuesta – a criterio del objetante-, no está cumpliendo con las consideraciones de la situación fiscal que enfrenta el país, por lo que la austeridad extrema en el gasto público para bajar el déficit fiscal, ya que la ARESEP pretende un aumento del 80.1% en su presupuesto, haciendo desproporcionado el monto requerido por el concepto de canon. 

2.2
No se cuenta con los informes de evaluación del plan anual institucional que requiere la Contraloría semestralmente

Al carecer de este instrumento, se indica que no se puede analizar los avances de los programas del plan anual operativo y el cumplimiento de los objetivos y metas plasmados en él, por lo que el costo real de los objetivos y metas trazados no puede ser cuantificado para el sector que representan, por lo que no se tienen los costos de la actividad de ARESEP dentro del mismo.

2.3
Sobreestimación de las partidas de egresos  

Se estima que existe un crecimiento elevado de los costos en las diferentes partidas del proyecto de cánones, situación que no va acorde a las políticas de austeridad en los gastos por parte del Gobierno Central. Así, en remuneraciones se proyecta un crecimiento de un porcentaje justificado por la nueva estructura organizacional de la entidad, lo cual es exagerado, siendo que los salarios que cubren están por encima del resto de la administración pública.

Además, se manifiesta que un costo irracional es el denominado concepto de costo por disponibilidad, lo que supone un plus para realizar su trabajo normal sin fundamento alguno.

En cuanto a servicios se argumenta que el proyecto debe considerar la racionalidad de los gastos y los justificantes del caso de materiales y suministros, bienes duraderos, transferencias corrientes, intereses y superávit acumulado, para lo cual, en este último caso, la Contraloría debe velar por que sean devueltos en su totalidad a los regulados. 

Ante dichos argumentos, se solicita que la ARESEP considere los argumentos, realice una proyección ajustada a la realidad de los ingresos del sector utilizando la información financiera de los estados financieros de ARESEP, e incorporar al presupuesto 2010 de la Autoridad Reguladora el superávit libre con la finalidad de descontar el canon para dicho año.

3. ARGUMENTOS DE LA FEDERACIÓN NACIONAL DE COOPERATIVAS DE TAXIS R.L (FENACOTAXI)

Mediante escrito presentado el 30 de junio del presente año, ante este órgano contralor, el señor Maikol Sossa Vargas, quien manifiesta ser Gerente de FENACOTAXI presenta sus objeciones al proyecto de cánones presentado para el año 2010 por ARESEP, en el sentido de adherirse a lo planteado al respecto por el FORO NACIONAL DE TRANSPORTE POR AUTOBUS, con el fin de que no se incremente el canon por regulación en la cantidad que pretende la ARESEP, en el caso del transporte remunerado de personas  en la modalidad de taxi.

Se argumenta además que el proyecto de canon es desproporcionado y no sigue el inciso a) del artículo 82 en cuanto al cálculo del canon conforme con el principio de servicio al costo, en el sentido de que, al ser asumido por los operadores, les crea desventaja a los taxistas, ya que dichos montos no pueden ser trasladados a las tarifas que paga el usuario, ya que estas no se incrementan desde el año 2005.

Así mismo, se argumenta que el costo del canon no ha sido beneficioso para el servicio, ya que la ARESEP ha dejado de atender sus obligaciones legales al no evitar la proliferación de taxistas informales, lo cual fomenta el desequilibrio en la prestación del servicio público.

4. ARGUMENTOS DEL SEÑOR JAVIER CORTÉS MONTOYA, CONCESIONARIO ADMINISTRATIVO DE TAXI. 

El señor Javier Cortés Montoya, quien se identifica como concesionario administrativo de taxi, mediante el oficio presentado ante esta instancia el 29 de junio del año 2009 presenta sus objeciones al proyecto de cánones presentado para el año 2010 por ARESEP, con base en que, los recursos e incrementos han sido aparentemente mal utilizados, ya que a su parecer, las horas que los funcionarios invierten en el cálculo de la tarifa de taxi no se justifican, además que, del monto a cancelar no se especifica cuál es la cifra a pagar por los autobuses y cual le corresponde únicamente a los taxis.

De igual manera, se plantea que ARESEP atenta con la rendición de cuentas que debe tener sobre el uso de los recursos que recibe por concepto de cánones, puesto que no se tiene claro si con lo que perciben de los taxistas se ha financiado los costos que ha tenido que incurrir ARESEP con respecto a la SUTEL, esto por que la Autoridad Reguladora se sale de sus objetivos y firmó un convenio de cooperación técnica y logística con la Superintendencia de Telecomunicaciones.

La tarifa de taxis no ha sido modificada desde el año 2005, lo cual no justifica que los cursos de formación y actualización de los funcionarios de ARESEP sean pertinentes, ya que no se ha realizado la función que de su parte amerite tales cursos. 

Alega el objetante que ARESEP está actuando políticamente y no bajo criterios técnicos, porque no se incluyen en los proyectos del 2010 los costos del análisis de la tarifa plana, incluyendo rubros que no tienen relación con el canon que deben cancelar los taxistas, por lo que insta a rechazar el aumento en el canon de taxis para el periodo 2010.

5. ARGUMENTOS DEL INSTITUTO COSTARRICENSE DE ELECTRICIDAD (ICE)

Por medio del oficio N° 0510-1063-2009, recibido por esta Contraloría General el 30 de junio del año 2009, el Ingeniero Gravin Mayorga Jiménez, subgerente del Sector Electricidad del ICE, en atención a la audiencia concedida formula las observaciones pertinentes al proyecto de cánones presentado  por ARESEP, de la siguiente forma:

5.1
Necesidad de adecuar la fórmula de distribución  del cobro del canon entre los regulados

Se establece que de acuerdo con el artículo 82 de la Ley N° 7593 y el oficio N° 8538 del 31 de julio del 2007, emitido por la Contraloría General de la República, a cada regulado se le debe cobrar el costo de su regulación, definido de acuerdo con sus posibilidades reales de pago, por lo que no resulta viable, desde la perspectiva metodológica ni conceptual, que se efectúe el cálculo en atención a los ingresos de cada regulado. 

Precisamente, se estima de parte del objetante que el canon debe reflejar el costo de las actividades de regulación del mercado y no del negocio, ya que en caso de ausencia de una estructura organizativa que defina la forma en que se llevaran a cabo las labores, no existirían elementos para determinar imparcial y efectivamente el costo que cada entidad regulada debe cubrir. La distribución en los términos de ARESEP torna incierto el cumplimiento del principio de servicio al costo.

5.2
Incrementos en el canon por parte de ARESEP

El pago por concepto de regulación eléctrica presenta crecimientos a partir del presente año superiores al 100%, por lo que el monto de servicios de regulación es cada vez mayor dentro de la estructura  de costos del servicio.

Asimismo, dentro de las pretensiones  del ICE, se recalca que no deben ser los ingresos el elemento que defina la acción regulatoria, sino el costo de las funciones y actividades definidas por Ley para la Autoridad Reguladora. Así mismo, se agrega y que deben revisarse los egresos planteados por la ARESEP y establecer límites para los aumentos, analizando la utilización de la facturación como medio para asignar el costo a los regulados, para evitar cobros excesivos.

La fórmula de distribución que utiliza el nivel de ingresos generado por cada ente regulado como parámetro de distribución del canon hace incierto el cumplimiento del principio de servicio al costo.

Es argumento del objetante también, que ARESEP ha incorporado incrementos considerables para el siguiente año con base en la nueva estructura organizacional sin especificar cuál es la diferencia económica de ella, ni las necesidades específicas a satisfacer con este plan de energía. Por todo lo anterior solicita sea rechazado el proyecto por ser inconsistente con la normativa y los criterios anteriormente dispuestos por la Contraloría General. 

6. REQUERIMIENTOS DE LA CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA

En otro orden, mediante el oficio N° FOE-ED-0472 (07157) del 3 de julio de 2009, esta Contraloría General remitió a la ARESEP las observaciones antes comentadas y presentadas por los regulados, con el fin de que esa Autoridad Reguladora se pronunciase al respecto, además, solicito a esa Autoridad Reguladora:

1. Suministrar el detalle de los costos relacionados con la actividad de regulación que legalmente le corresponden realizar a la ARESEP, excluyendo la totalidad de los costos directos o indirectos que deben ser  cubiertos con recursos de la venta de servicios administrativos a  la SUTEL.

Al respecto debía aportar la justificación referente a la diferencia entre el monto por concepto de ingresos por venta de servicios a la SUTEL, incorporado en el proyecto de cánones de ARESEP y el de pago de servicios a la ARESEP por parte de SUTEL, considerado por ésta última en su proyecto de cánones. 
2. Explicación de la inconsistencia entre los datos suministrados en la sección “Descripción de Sub partidas”, de las propuestas de cánones del año 2010 respecto a los presentados ante esta Contraloría en el proyecto de cánones para el año 2009, en vista de que en muchos casos dicha información no es coincidente. 

3. En cuanto a los costos de capacitación, estos se justifican a partir de la información contenida en el  anexo No. 2, en el cual se encuentran los detalles del plan de capacitación, no obstante según la verificación realizada por este órgano Contralor, ese anexo corresponde a la información correspondiente al año 2009, por lo que se solicitó presentar el anexo correspondiente al plan de capacitación del 2010.

4. En cuanto a la partida bienes intangibles se le solicitó justificar    detalladamente el monto proyectado.

Para tales efectos, le fue concedida a esa Autoridad Reguladora un plazo de cinco días hábiles a partir de la fecha de recibo de dicho oficio.

III.
RESPUESTAS DE ARESEP A LAS OBJECIONES Y REQUERIMIENTOS FORMULADOS
La ARESEP se refirió a los planteamientos formulados por quienes contestaron la audiencia mencionada mediante los oficios números 195-RG-2009, 196-RG-2009, 197-RG-2009, 198-RG-20, 199-RG-200909, fechados  y recibidos todos en este órgano contralor el día 10 de julio de 2009, de acuerdo con las estipulaciones de tiempo y forma requeridas.

1. Sobre las objeciones de CORREOS DE COSTA RICA S.A.

Siguiendo el orden de las objeciones expuestas, mediante el oficio
N° 198-RG-2009, el señor Regulador General, Fernando Herrero Acosta, se refiere a las objeciones presentadas por Correos de Costa Rica S.A., para lo cual adjunta criterios emitidos por distintas direcciones de ARESEP en los oficios números 463-DAJ-2009, 193-IAE-2009, 459-DEN-2009, 790-DITRA-2009, 321-SJD-2009, 267-DERH-2009, 1552-DPU-2009, 551-DAF-2009 y 196-AJD-2009. Así, con ayuda en dichos oficios realiza unas consideraciones generales en cuanto a que deben ser los usuarios de los servicios públicos regulados quienes deben pagar el canon, las empresas que prestan servicios se limitan a recaudarlo, dado que está implícito en los costos tomados en cuenta para fijar las tarifas.

Se señala que no es posible determinar la legitimación del señor Álvaro Coghi Gómez, Gerente General de Correos de Costa Rica para presentar objeciones contra el Proyecto de Cánones  2010, ya que no se aporta certificación que lo acredite. 

Ahora bien, en cuanto al esquema de distribución de los costos operativos utilizado por ARESEP y la objeción que se realiza de no ajustarse a la realidad ya que costos de apoyo se califican como costos directos y como tales se asignan directamente entre todos los entes regulados, cuando por su naturaleza deberían ser distribuidos directamente solo entre los centros de costos denominados energía, telecomunicaciones y correos, aguas y ambiente y transportes, la Dirección de Protección al usuario de dicha entidad, advierte que el servicio brindado por la Dirección es un servicio directo, ya que la realización de audiencias, la atención de público y de oposiciones es claramente ligada a un servicio.  La Dirección Administrativa Financiera  plantea al respecto que los centros de costos de protección al usuario, asesoría jurídica y asesoría legal de junta Directiva, se clasifican para efectos de cálculo de costos, como indirectos o de apoyo, debido a que por su naturaleza, brindan sus servicios a todas las empresas reguladas que lo requieran y no a determinado sector, además de tener dificultad para asignar de manera directa, sus costos entre cada uno de los regulados. Se aclara que el centro de costos de telecomunicaciones no es ya parte de la ARESEP.

Con respecto, a la objeción que señala que el estudio no especifica el factor que se utilizó para hacer la distribución directa de las horas de regulación de los centros de costos  protección al usuario, asesoría jurídica y legal de la Junta Directiva entre cada una de las entidades reguladas. Se apunta que, de acuerdo con el punto 5 del procedimiento de Cánones y Costos descrito en el Capítulo III del Proyecto de Cánones 2010, se puede concluir que el factor para distribuir las horas de regulación de los centros de costos de protección al usuario, asesoría jurídica y asesoría legal de junta directiva, lo constituye la proporción de las horas de regulación de las dependencias directas, o sea las de los sectores de energía, transporte público, aguas y saneamiento. 

Atinente al argumento correspondiente a que el costo de las dietas es excesivo conforme al artículo 2 de la Ley N° 3065, ya que supera en exceso el comportamiento de la inflación para el 2009, el cual se espera no supere el 8% y no el 10% que establece ARESEP, se formula por parte de la Autoridad Reguladora que la remuneración de los miembros de su Junta Directiva está sujeta a una norma especial, cual es la Ley N° 7593 en su artículo 54, por lo que no le aplica la Ley sobre pago de dietas a Directivos de Instituciones Autónomas, Ley N° 3065. Se alega además, que el porcentaje de incremento de 10% comprende un periodo mayor a un año, ya que incluye la variación del segundo semestre del 2009, más las dos del 2010.

Ante el señalamiento de que la metodología de cálculo de los servicios de telecomunicación sufre un incremento superior al nivel de variación del 7.5% normal en los últimos años sin considerar elementos que permitan cuantificar razonablemente la variación, a raíz del incremento del recurso humano de ARESEP para efectos de prestar a la SUTEL los servicios que corresponda,; la Autoridad Reguladora afirmó que la aplicación del promedio de incremento, se justifica a partir de la página 35 del proyecto, donde se presentan decrecimientos del 4.6% en el 2006, para aumentar al 30.6% en el 2007 y disminuir en un 1.8% en el año 2008. Los elementos de juicio que tiene ARESEP para estimar el comportamiento de esta subpartida, permiten diferentes tipos de cuantificación, ya que supone la contratación de un edificio más amplio que albergue más personal, mayor equipo de comunicación y costos de transmisión de datos más caros, así como el incremento de los servicios de regulación, lo cual implica un aumento en el uso de dichos medios. Estimación adicional a la anterior corresponde a la ampliación en el enlace de acceso a Internet  para lo cual se estiman 10.8 millones de colones. 

Sobre la estimación del incremento del impuesto sobre bienes inmuebles  y que no se cuenta con un elemento de juicio que permita determinar cuantitativamente la variación por motivo de la construcción del nuevo edificio, la Autoridad Reguladora señala que su base está en el plan del municipio capitalino de incrementar en el 2010 la recaudación por este concepto, formalmente de acuerdo con el revalúo de las propiedades del cantón central, que se han incrementado sustancialmente en los últimos años, en la zona en que tiene su sede la ARESEP.

En cuanto a la referencia del edificio, más que una construcción, sería la compra de un inmueble, lo cual implica un incremento adicional en ese impuesto, suponiendo que estaría en una zona similar a la actual, pero con mayor área.

Concerniente al requerimiento de detallar y justificar los planes que afecten la partida de alquiler de maquinaria, equipo y mobiliario ya que la proyección se incrementa excesivamente con respecto al año 2008, el Departamento de Servicios Generales de ARESEP, estima que dentro de las necesidades institucionales para el periodo 2010 se requiere la cifra solicitada, lo cual representa tan solo un 8.40% del presupuesto aprobado para el año 2009 y es una cifra razonable y conservadora, ya que el incremento de un año a otro es de solo ¢54.850,00 colones lo que no genera alto impacto en los cánones.
El ente regulador aduce que viene experimentando transformaciones en su estructura orgánica, lo que obliga a un crecimiento estructural en su parte interna. El presupuesto para el año 2009 fue de ¢9.500.000 colones, mismo que debió reforzarse en ¢6.500.000 colones para poder cubrir remodelaciones necesarias como la de SUTEL y otras de menor alcance.

Con respecto a las partidas de edificios e instalaciones que no presentan un detalle de los planes que respaldan los montos proyectados, ni se indican cuáles son las limitaciones presupuestarias que fueron consideradas  para ello, se aduce por parte de ARESEP que se prevén cambios importantes ante la presencia de nuevas superintendencias y que la solución para su estadía es un nuevo edificio, lo que requiere una serie de trámites y autorizaciones gubernamentales para atender en materia de infraestructura las necesidades de espacio que demandarán estos cambios. Por tanto son imperativos recursos para realizar ajustes en la infraestructura y prever la nueva sede, incluyendo una remodelación para la Auditoria Interna  para acondicionar el área ante la creación de más plazas que se estiman para el siguiente año.

Se prevé – de acuerdo con lo expuesto por ARESEP- que la institución implemente de señalización auditiva y táctil en el edificio, en atención a las disposiciones de la Ley N° 7660,  instalaciones eléctricas, de voz y datos en la red interna y una previsión de un millón de colones como previsión para situaciones de riesgo en las instalaciones de conformidad con la Comisión de Salud Ocupacional.

2. Sobre las objeciones del FORO NACIONAL DE TRANSPORTE PÚBLICO MODALIDAD AUTOBUS.
Mediante el oficio N° 196-RG-2009, el señor Regulador General, Fernando Herrero Acosta, se refiere a las objeciones presentadas por el Foro Nacional de Transporte Público por Autobús, para lo cual adjunta criterios emitidos por distintas Direcciones de ARESEP, mediante copias de los oficios 463-DAJ-2009, 193-IAE-2009, 459-DEN-2009,790-DITRA-2009 321-SJD-2009, 267-DERH-2009, 1552-DPU-2009, 551-DAF-2009 Y 196-AJD-2009. Así, con ayuda en dichos oficios realiza unas consideraciones generales en cuanto a que deben ser los usuarios de los servicios públicos regulados quienes deben pagar el canon, las empresas que prestan servicios se limitan a recaudarlo, dado que está implícito en los costos tomados en cuenta para fijar las tarifas.

En primer lugar se cuestiona la legitimación que tiene el Foro y su representación legal para interponer las objeciones al proyecto de canon. Al respecto adiciona que si no presta servicios públicos regulados por la Autoridad Reguladora, no ostenta legitimación activa para presentar observaciones al Proyecto, el documento lo suscriben varios señores, aportando certificaciones de personería de cada una de las Asociaciones, más no del Foro en sí.

2.1
Acerca de que la metodología propuesta no está acorde con las disposiciones de la propia ARESEP

Respecto a la crítica sobre la nueva técnica para el cálculo de los cánones de regulación varía hacia el cobro de un porcentaje del monto facturado por los regulados en la prestación del servicio público, se estableció por el objetante que va en perjuicio de las finanzas de las empresas prestatarias. El canon debe calcularse de acuerdo con las posibilidades de pago reales de los regulados. 
Al respecto la ARESEP indica que la metodología se modificó desde la propuesta de cánones del año 2009, en cumplimiento de las disposiciones del órgano contralor, en el oficio N° 8538 del 31 de julio del 2007, en el cual se estableció un mecanismo acorde al principio de servicio al costo, ya que  para futuras aprobaciones no sería aceptable, que algunos servicios regulados tuviesen costos de regulación que representaran un factor relativamente alto respecto del monto facturado por esos regulados en la prestación del servicio público. Siendo conveniente que  a cada regulado se le debe cobrar el costo real de su regulación, de acuerdo con sus posibilidades reales de pago, conforme al artículo 31 de la Ley N° 7593.
A partir de ello, ARESEP agrega que desarrolló la metodología considerando las características propias de cada regulado, sin generar subsidios cruzados, considerando las horas de regulación estimadas, como factor de distribución por sector de los costos indirectos y los ingresos de las empresas por sector, para distribuir por empresa ese costo en forma porcentual. Por otra parte, la asignación de los costos directos entre los sectores regulados y los proyectos específicos entre las empresas beneficiadas, procuran evitar precisamente  los subsidios cruzados.

Para el argumento que establece que para el cobro del canon, ARESEP analizó únicamente los estados financieros de las empresas que prestan servicio de transporte remunerado de personas, sin analizar los gastos en que se ha incurrido, lo cual le limita para tener clara la realidad de los operadores del servicio, siendo los datos imprecisos también, pues no se anota las fuentes de obtención de éstos, no apunta si son periodos fiscales o años calendario,; ARESEP argumenta que el cálculo de los ingresos utiliza como base el valor histórico de demanda mensual histórica de pasajeros para 360 de las 730 rutas de autobús listadas en el pliego tarifario, para las cuales se cuenta con información en los registros que maneja la Dirección de Servicios de Transportas. Para el cálculo del valor correspondiente en cada año se multiplicó la demanda mensual por 12 meses y por las tarifas máximas en cada ruta aprobadas en los pliegos tarifarios de las fijaciones nacionales de cada año, aplicando el promedio de las 360 rutas y aplicándosele a las 730. Advirtiendo que las empresas que estén en situación difícil, deben recurrir a los instrumentos que las reglamentaciones tarifarias les brindan, aplicarlos efectivamente, dentro de su sana administración.
Otra objeción era que no se midió el impacto que tendrá este canon en las tarifas cobradas por el servicio prestado y en las finanzas de los concesionarios y permisionarios del servicio, lo cual se agrava con las nuevas normas que ARESEP  planteó para presentar peticiones tarifarías y va contra el principio del servicio al costo. 
A este tema la Autoridad Reguladora indica que sí se analizó la afectación en el ingreso promedio anual de las empresas, el cual se deriva de la comparación de los datos de los anexos 3 (ingreso promedio) y 10 (cánones), del Proyecto de cánones del 2010, de donde se deriva para el caso del sector, que por cada colón de ingreso, el canon representa 0.0114 céntimos, lo cual se considera manejable para las empresas del sector.  Asimismo, se agrega que el canon de regulación no debiera afectar el patrimonio de los concesionarios, en virtud de que éste forma parte de la estructura del costo para determinar la tarifa del servicio y por lo tanto es cancelado por el usuario del servicio. 

Además, ante la fundamentación que hace el objetante en cuanto a que el proyecto no explica que el aumento que se está solicitando se reflejará en las tarifas del sector a partir de enero del 2010, lo cual repercutiría en los usuarios, ya que el porcentaje de incremento no considera la situación económica del país a corto y mediano plazo ni toma en cuenta el tipo de cambio, las tasas de interés, la expansión limitada del crédito y un descenso en el índice mensual de la actividad económica, y que la propuesta no está cumpliendo con las consideraciones de la situación fiscal que enfrenta el país, por lo que la austeridad extrema en el gasto público para bajar el déficit fiscal, ya que la ARESEP pretende un aumento del 80.1% en su presupuesto, haciendo desproporcionado el monto requerido por el concepto de canon; la ARESEP refuta tales aseveraciones indicando que si se preocupa por la situación económica del país, no obstante, ante tal evento debe tenerse controlados los diferentes factores que afectan a la economía nacional y de ellos los costos de los servicios públicos. El país considera rentable invertir en regulación para que se brinde un servicio eficiente y de calidad, por ser estratégico, la Ley N° 7593, exceptúa a la ARESEP de las disposiciones de la Autoridad Presupuestaria en materia de límite en el gasto. 

2.2
Con respecto a que no se cuenta con los informes de evaluación del plan anual institucional que requiere la Contraloría semestralmente

El argumento del objetante es que al carecer de este instrumento no se puede analizar los avances de los programas del plan anual operativo y el cumplimiento de los objetivos y metas plasmados en él, por lo que el costo real de los objetivos y metas trazados no puede ser cuantificado para el sector que representan, por lo que no se tienen los costos de la actividad de ARESEP dentro del mismo. Por su parte ARESEP afirma que el desarrollo de una metodología fácil de entender supone la facilidad al interesado de su verificación, que procura cumplir con las disposiciones emanadas sobre la materia por la Contraloría General, de tal forma se aplica el principio de servicio al costo, considerando la capacidad de pago del concesionario, las horas de regulación se contemplan en la distribución sectorial del canon, lo cual implica la generación de un canon más equitativo. 

Además, se afirma que ARESEP semestralmente presenta ante la Contraloría General los resultados de la evaluación de sus planes anuales operativos, resultados cuantificados con indicadores de gestión y todos vinculados a sus planes estratégicos, de lo cual deriva el avance logrado en el cumplimiento de los objetivos y las metas para cada sector regulado y el producto logrado con dicho cumplimiento.

2.3
Sobreestimación de las partidas de egresos  

Se estima por parte del Foro que de las diferentes partidas de gastos del proyecto de cánones existe un crecimiento elevado de los costos, situación que no va acorde a las políticas de austeridad en los gastos por parte del Gobierno Central.  Así en remuneraciones se proyecta un crecimiento de un porcentaje justificado por la nueva estructura organizacional de la entidad, lo cual es exagerado, siendo que los salarios que cubren están por encima del resto de la administración pública. 

ARESEP, por su parte, afirma mediante el análisis del Departamento de Recursos Humanos que la estimación de un incremento semestral del 15% considera una proyección estimada del aumento por costo de vida semestral de un 6.5% y el reconocimiento dado por la Dirección General de Servicio Civil para los puestos profesionales y gerenciales aprobado por el Gobierno con miras a ubicar a dichos grupos ocupacionales en el percentil 50 del sector público.  Asimismo, se aclara que la Autoridad Reguladora no tiene un “régimen especial de remuneración, únicamente existen dos escalas salariales: salario por componentes y salario global, el cotejo entre los salarios devengados sugerido por el Foro no es posible realizarlo por no disponer de la información requerida. 

Sobre lo argumentado con respecto a lo irracional del denominado concepto de costo por disponibilidad, aclara la Autoridad Reguladora que este no se refiere a pago alguno adicional a funcionarios. Este hace alusión a la disposición que permanentemente tiene la ARESEP de dar trámite a los estudios tarifarios que en cualquier momento presenten los regulados, haciéndose notar que dicho concepto se incluya en el aparte de situaciones especiales y no dentro de remuneraciones ya que no es un plus salarial. 

En cuanto a servicios en que se deben considerar la racionalidad de los gastos y los justificantes del caso de materiales y suministros, bienes duraderos, transferencias corrientes, intereses y superávit acumulado, según el objetante,  para lo cual, en este último caso, la Contraloría debe velar por que sean devueltos en su totalidad a los regulados; aduce la ARESEP que el costo de oportunidad no es un costo adicional si no que la autoridad reguladora debe estar disponible para brindar el servicio, se reciba el requerimiento o no. De igual manera, se afirma que en el capitulo de la justificación de los egresos del proyecto de cánones se indica en qué consiste el gasto, su justificación y la metodología del cálculo, en cumplimiento de lo establecido por la Contraloría General, relacionado con la determinación de las erogaciones con el PAO.

Ahora bien, ante la solicitud que realiza el objetante para que la ARESEP realice una proyección ajustada a la realidad de los ingresos del sector utilizando la información financiera de los estados financieros, e incorporar al presupuesto 2010 de la Autoridad Reguladora el superávit libre con la finalidad de descontar el canon para dicho año; se indica por parte de la Autoridad Reguladora que el saldo de las inversiones con nueve meses de antelación al periodo, no debería ser la base para el cálculo de los intereses, sin mayor análisis de su comportamiento y de las tasas de interés, ante la separación de la regulación de las telecomunicaciones de la ARESEP es difícil estimar cuáles serían los saldos promedios de inversión y las tasas de interés durante el año 2010, por lo que se consideró razonable analizar el comportamiento de los últimos años, para fijar una suma razonable en el 2010, levemente inferior a la estimada en el 2009, considerando el efecto depresivo en las tasas de interés por efecto de la crisis económica internacional.

Así, el superávit acumulado al final de cada año debe devolverse a los regulados, en el tanto no sea necesario financiar con él y bajo las condiciones señaladas por la Contraloría, proyectos de desarrollo específicos y no específicos, siendo los primeros aplicables a las empresas que generaron dichos ingresos para que mejoren el servicio y los últimos financiados por medio de superávit libre. Siendo entonces que los fondos no planificados deben devolverse.
El disponible del superávit acumulado al 31 de diciembre del 2008, conformó el origen de los fondos del presupuesto extraordinario 1-2009, indica ARESEP y fue utilizado para el financiamiento de una serie de proyectos y compromisos, el cual fue aprobado parcialmente por la Contraloría, siendo que la Autoridad Reguladora está en proceso de presentar una solicitud de reconsideración por la parte no aprobada, en caso de aceptarse, no hay que devolver cifra alguna, si no se acepta la reconsideración sí se considera que esta devolución debe realizarse, distribuyendo en primera instancia entre las empresas superavitarias del 2008, señaladas en el anexo 9 del proyecto de cánones 2010 y si se presenta remanente, se devolvería en proporción a los ingresos de todas las empresas detalladas en el citado anexo. 

3. Sobre los argumentos de la FEDERACIÓN NACIONAL DE COOPERATIVAS DE TAXIS R.L (FENACOTAXI)

Por medio del oficio N°. 195 -RG-2009, el señor Regulador General, Fernando Herrero Acosta, se refiere a las objeciones presentadas por la Federación Nacional de Cooperativas de R.L. (FENACOTAXI), para lo cual adjunta criterios emitidos por distintas Direcciones de ARESEP, mediante copias de los oficios 463-DAJ-2009, 193-IAE-2009, 459-DEN-2009,790-DITRA-2009 321-SJD-2009, 267-DERH-2009, 1552-DPU-2009, 551-DAF-2009 Y 196-AJD-2009. Así, con ayuda en dichos oficios realiza unas consideraciones generales en cuanto a que deben ser los usuarios de los servicios públicos regulados quienes deben pagar el canon, las empresas que prestan servicios se limitan a recaudarlo, dado que está implícito en los costos tomados en cuenta para fijar las tarifas.

Primeramente se cuestiona la legitimación que tiene FENACOTAXI R.L y su representación legal de los concesionarios del servicio de transporte público para interponer las objeciones al proyecto de canon. Al respecto adiciona que si no presta servicios públicos regulados por la Autoridad Reguladora, no ostenta legitimación activa para presentar observaciones al Proyecto, el documento lo suscribe el señor Maikol Sossa Vargas, en su calidad de Gerente de dicha organización, sin embargo no se aporta certificación que así lo acredite formalmente.

Ahora bien, FENACOTAXI se adhirió a lo planteado por el FORO NACIONAL DE TRANSPORTE MODALIDAD AUTOBÚS, con el fin de que no se incremente el canon por regulación en la cantidad que pretende la ARESEP, en el caso del transporte remunerado de personas en la modalidad de taxi.  Por lo que los argumentos en este sentido son los mismos que refuta ARESEP a dicho FORO.

Ahora bien, como argumentos adicionales de FENACOTAXI R.L, se afirma además, que el proyecto de canon es desproporcionado y no sigue el inciso a) del artículo 82 en cuanto al cálculo del canon conforme con el principio de servicio al costo, en el sentido que al ser asumido por los operadores les crea desventaja a los taxistas, ya que dichos montos no pueden ser trasladados a las tarifas que paga el usuario,  y que no se incrementan desde el año 2005. 

A este manifestación  se opone ARESEP aduciendo que el cálculo de los ingresos sigue los estados financieros y para los años en los que no se logró obtener la información completa los ingresos fueron proyectados, se utilizó la metodología correspondiente al cálculo de ingresos mensuales por el uso de un taxi que recorre 3.82 kilómetros por viaje( tomando el número de kilómetros recorridos con pasajeros diarios entre el número de viajes por día) por 30.42 días por mes, el dato se multiplica por 12 meses y por 11.600 concesiones efectivas otorgadas por el Consejo de Transporte Público (CTP), -considerando una jornada de 8 horas-, el resultado se divide entre 2. Se indica además que si las empresas se encuentran en situación difícil deben recurrir a los instrumentos que reglamentariamente se brindan a la fijación tarifaria y aplicarlos a su sana administración. 

Agrega ARESEP que el canon de regulación no debería afectar el patrimonio de los concesionarios, en virtud que éste forma parte de la estructura del costo para determinar la tarifa del servicio y por lo tanto es cancelado por el usuario del servicio.  De acuerdo con el artículo 82 de la Ley N° 7593, la Autoridad Reguladora determina los medios y procedimientos adecuados para recaudar los cánones; las empresas reguladas al conocer esto, pueden gestionar oportunamente un incremento tarifario, debido a la variación del costo del servicio tanto por este concepto, como los relacionados con el marchamo, en el tanto se cumplan los parámetros para ello. Si desde el año 2005 no se ha presentado estudio tarifario alguno y el canon es un componente de la tarifa, la falta de actualización corresponde a una omisión del sector taxi ya que el capitulo VII de la Ley N° 7593 establece claramente la forma en que se deben someter los tramites tarifarios.

De igual forma, ante el análisis del objetante que indica que el costo del canon no ha sido beneficioso, ya que la ARESEP ha dejado de atender sus obligaciones legales, al no evitar la proliferación de taxistas informales, lo cual fomenta el desequilibrio en la prestación del servicio público, es refutado por la Autoridad Reguladora alegando que ésta debe dar tramite y atención a todos los casos enviados por el MOPT, las multas que se impongan, a partir de la reforma a la Ley, a partir de  agosto del 2008 pasan a formar parte del presupuesto de ARESEP, lo que no ocurría anteriormente, una vez impuestas, deben aplicarse sistemas efectivos de cobro, pero no es un monto que pueda proyectarse, el interés de las multas no es financiar la institución si no ordenar el mercado.
La Dirección de Asesoría Jurídica agrega que el cobro de las multas impuestas  antes de la Ley N° 8660 era un tramite correspondiente a la Tesorería Nacional; sin embargo, desde el 6 de julio de 2007, se tramitan los procedimientos administrativos donde se investiga la prestación ilegal del servicio público, indicándose que durante el 2008 se emitieron 953 gestiones en atención a ese tipo de procedimientos. 

4. Sobre los argumentos del señor JAVIER CORTES MONTOYA, CONCESIONARIO ADMINISTRATIVO DE TAXI. 

Por medio del oficio N° 197-RG-2009, el señor Regulador General, Fernando Herrero Acosta, se refiere a las objeciones presentadas por Javier Cortes Montoya, Concesionario Administrativo de Taxi, para lo cual adjunta criterios emitidos por distintas Direcciones de ARESEP, mediante copias de los oficios 463-DAJ-2009, 193-IAE-2009, 459-DEN-2009,790-DITRA-2009 321-SJD-2009, 267-DERH-2009, 1552-DPU-2009, 551-DAF-2009 y 196-AJD-2009. Así, con ayuda en dichos oficios realiza unas consideraciones generales en cuanto a que deben ser los usuarios de los servicios públicos regulados quienes deben pagar el canon, las empresas que prestan servicios se limitan a recaudarlo, dado que está implícito en los costos tomados en cuenta para fijar las tarifas.

Se cuestiona la legitimación que tiene el objetante para interponer las objeciones al proyecto de canon, por cuanto no constan los documentos necesarios para acreditar dicha situación jurídica. Al respecto adiciona que si no presta servicios públicos regulados por la Autoridad Reguladora, no ostenta legitimación activa para presentar observaciones al Proyecto.

Con respecto a las aseveraciones realizadas por el señor Javier Cortés Montoya, contra el proyecto de cánones presentado para el año 2010 por ARESEP, con base en que los recursos e incrementos han sido aparentemente mal utilizados, ya que a su parecer las horas que los funcionarios invierten en el cálculo de la tarifa de taxi no se justifica, además que del monto a cancelar no se especifica cuánto es el monto a cancelar por los autobuses y cuánto por los taxis.

Sobre este asunto la ARESEP se refieren en el sentido que en el capitulo III del Proyecto se presenta el procedimiento para el cálculo del canon y su justificación, así las horas de regulación tienen la misión de clasificar en proporción los costos indirectos entre los diferentes sectores de regulación, posteriormente los costos indirectos de cada sector se asignan entre las diferentes empresas reguladas, en proporción al promedio anual de sus ingresos. El aumento pretendido está conformado por ambos costos, cuya sub partida está en el capitulo VI del proyecto y son distribuidos entre las empresas reguladas con base en los factores de horas de regulación por sector e ingresos promedio señalados. El detalle que deben cancelar los sectores de buses y taxis se encuentra en el anexo 10 del Proyecto.  

La ARESEP asevera que regula el servicio público remunerado de personas, el cobro del canon de regulación se distribuye entre el total de la flota autorizada para tal fin, que pueden ser buses, busetas y microbuses, si estos últimos no brindan este servicio, simplemente no se les cobra ya que no aparecen dentro de la flota autorizada. 

Ante el planteamiento del objetante que indica que ARESEP atenta con la rendición de cuentas que debe tener sobre el uso de los recursos que recibe por concepto de cánones ya que no se tiene claro si con lo que perciben de los taxistas se ha financiado los costos de SUTEL, esto por que ARESEP se sale de sus objetivos y firmó un convenio de cooperación técnica y logística con aquel, la autoridad reguladora contradice tal manifestación, afirmando que los gastos que se originen con base en el convenio con SUTEL serán financiados por esta última, los cuales se han clasificado como ingresos por concepto de servicios administrativos que están evidentes en el cuado 1 de la página 14 y en la página 86 del Proyecto.

Se afirma por parte de ARESEP que los gastos originados a partir del 13 de agosto del 2008, fecha de creación de SUTEL, se han financiado con el presupuesto asignado anteriormente a la antigua Dirección de Telecomunicaciones de la ARESEP, de acuerdo con el transitorio III de la Ley 8660.

Con respecto a que la tarifa de taxis no ha sido modificada desde el año 2005 lo cual no justifica que los cursos de formación y actualización de sus funcionarios sean pertinentes ya que no se ha realizado la función de su parte, afirma ARESEP, mediante la Dirección de Servicios de Transportes, que existe un costo de disponibilidad que se establece basado en que, de acuerdo con el artículo 30 de la Ley N° 7593, la institución debe contar con personal capacitado y equipo disponible y adecuado para dar trámite oportuno a las solicitudes recibidas. Aunque se pueda dar el eventual caso que alguna de las empresas reguladas no presente solicitud de un estudio tarifario, no da pie a pensar que la institución no programe, no atienda o deje de destinar recursos a esa actividad en capacitación formal e informal, seguimiento tarifario y de calidad e investigación. 

Asimismo, se expone que el modelo tarifario vigente contempla fijaciones por medio de procedimientos ordinarios y extraordinarios, pero las organizaciones que agremian al sector taxi únicamente han ejercido el derecho de aplicar el procedimiento extraordinario, mediante el cual, las tarifas del servicio mantienen su poder adquisitivo ante cambios en los elementos de costo más sensibles de la actividad, pero este tipo de fijaciones no consideran las modificaciones en la flota vehicular y demás costos operativos necesarios para brindar el servicio, por ello, lo que deberían realizar las organizaciones de taxistas y operadores del servicio es ejercer su derecho y solicitar una modificación de tarifas considerando el procedimiento ordinario, mismo que no gestionan desde el 2005, con la demostración mediante la herramienta tarifaria del desequilibrio financiero que están enfrentando, situación no atribuible a ARESEP. 

Ahora en cuanto a que ARESEP está actuando políticamente y no bajo criterios técnicos, ya que no se incluyen en los proyectos del 2010 los costos del análisis de la tarifa plana, incluyendo rubros que no tienen relación con el canon que deben cancelar los taxistas, se aduce por parte de la Autoridad Reguladora que no existe un derecho consolidado como lo pretende el opositor para la Autoridad Reguladora, correspondiéndole al interesado gestionar el procedimiento de ajuste tarifario, asimismo se reitera que las audiencias públicas para el servicio de taxis no pueden realizarse solo en la ARESEP por que es un servicio que afecta a cualquier abonado del servicio en todo el país y por ello debe facilitarse la participación de todos conforme a lo señalado por la Sala Constitucional, que se ha pronunciado a favor que se realicen audiencias en 8 sectores del país y en Bribrí, lo cual representa altos costos de viáticos, horas extra y combustible; para darle oportunidad al usuario en presentar su oposición. 

5. Sobre los argumentos del INSTITUTO COSTARRICENSE DE ELECTRICIDAD (ICE)

Mediante el oficio Nro. 199-RG-2009, el señor Regulador General, Fernando Herrero Acosta, se refiere a las objeciones presentadas por Instituto Costarricense De Electricidad (ICE), para lo cual adjunta criterios emitidos por distintas Direcciones de ARESEP, mediante copias de los oficios 463-DAJ-2009, 193-IAE-2009, 459-DEN-2009,790-DITRA-2009 321-SJD-2009, 267-DERH-2009, 1552-DPU-2009, 551-DAF-2009 Y 196-AJD-2009. Así, con ayuda en dichos oficios realiza unas consideraciones generales en cuanto a que deben ser los usuarios de los servicios públicos regulados quienes deben pagar el canon, las empresas que prestan servicios se limitan a recaudarlo, dado que está implícito en los costos tomados en cuenta para fijar las tarifas.

Se cuestiona primeramente la legitimación que tiene el señor Gravin Mayorga Jiménez, subgerente del sector electricidad del ICE para interponer las objeciones al proyecto de canon, por cuanto no constan los documentos necesarios para acreditar dicha situación jurídica ni que lo faculte a presentarlas.

Por medio del oficio N° 0510-1063-2009 recibido por esta Contraloría General el 30 de junio del año 2009, el Ingeniero Gravin Mayorga Jiménez, subgerente del Sector Electricidad del ICE, en atención a la audiencia concedida formula las observaciones pertinentes al proyecto de cánones presentado por ARESEP, de la siguiente forma:

5.1
Necesidad de adecuar la fórmula de distribución del cobro del canon entre los regulados.
Establece el ICE que de acuerdo con el artículo 82 de la Ley N° 7593 y al oficio N° 8538 del 31 de julio del 2007 emitido por la contraloría General a cada regulado se le debe cobrar el costo de su regulación, definido de acuerdo con sus posibilidades reales de pago, por lo que no resulta viable, desde la perspectiva metodológica ni conceptual, que se efectúe el cálculo en atención a los ingresos de cada regulado.
Precisamente, se estima de parte del objetante que el canon debe reflejar el costo de las actividades de regulación del mercado y no del negocio, ya que en caso de ausencia de una estructura organizativa que defina la forma en que se llevaran a cabo las labores, no existirían elementos para determinar imparcial y efectivamente el costo que cada entidad regulada debe cubrir. La distribución en los términos de ARESEP torna incierto el cumplimiento del servicio al costo.

Ante estos argumentos ARESEP indica que la metodología del cálculo de canon se modificó en cumplimiento de disposiciones de la Contraloría, que estableció un mecanismo que busca cumplir con el principio de servicio al costo, la distribución del canon según las horas de regulación, su pago conforme a las posibilidades reales de pago del regulado y evitar subsidios cruzados, manteniendo un control por empresa de los proyectos específicos y no específicos.
Así se desarrolló una metodología que considera las características de cada regulado, con tal de que el monto asignado pueda ser asignado por el regulado según sus posibilidades reales sin generar subsidios cruzados. La magnitud de los ingresos deberían reflejar las posibilidades reales de pago del regulado, conforme al inciso b) del artículo 3, en el sentido de que las tarifas no solo deben incluir los costos necesarios para prestar el servicio, sino un margen adicional para una retribución competitiva y para garantizar el adecuado crecimiento de la actividad, por lo que al considerar la facturación como uno de los factores de distribución del canon, se supone que éste forma parte del costo de la tarifa correspondiente y que se contempla un margen para la atribución.

Lo que pretende el ICE en sentido que se refleje el costo de las actividades de regulación del mercado y no del negocio, se debe manifestar que el oligopolio se caracteriza por la interdependencia entre las acciones de las distintas empresas, por lo que las relaciones estratégicas entre agentes tienen gran importancia. A partir de ello, en materia de regulación y en presencia de este tipo de mercado, con comportamiento estratégico diverso, cada empresa se debería de ver afectada de acuerdo con su cuota de mercado, la cual es medida por el nivel de ventas. 

Si la pretensión se debe entender como la distribución uniforme del canon de regulación del mercado eléctrico por unidad de medida (Kwh) para que cada empresa recaude y pague en proporción a sus ventas, la propuesta es similar a la metodología vigente y fue empleada por ARESEP y no tendría objeción en aplicarse en la autoridad reguladora al sector eléctrico mientras la Contraloría no externe su objeción.

5.2
Incrementos en el canon por parte de ARESEP

Con respecto a la afirmación del ICE con respecto a que el pago por concepto de regulación eléctrica presenta crecimientos a partir del presente año superiores al 100%, por lo que el monto de servicios de regulación es cada vez mayor dentro de la estructura  de costos del servicio y que ARESEP ha incorporado incrementos considerables para el siguiente año con base en la nueva estructura organizacional sin especificar cual es la diferencia económica de ella, ni las necesidades especificas a satisfacer con este plan de energía; la Dirección de Servicios de Energía indica que la ARESEP requiere cumplir con las funciones establecidas en la Ley N° 7593 en materia del control del suministro de electricidad para lo cual tiene asignadas una serie de potestades que necesitan ser  cumplidas de acuerdo con los objetivos planteados, para lo cual ARESEP debe atender programas de calidad que deben considerarse en el  canon de regulación.

El proceso de reestructuración que se está implementando en ARESEP está justificado en los diagnósticos realizados en los últimos años en los que se refleja  el cambio acelerado que se esta dando en los mercados regulados y el rezago que a nivel regulatorio tiene la autoridad reguladora, requiriéndose dar un salto cualitativo y cuantitativo en su estructura organizacional, lo cual repercute en los costos de regulación con el plan de que en un plazo corto la institución logre brindar a los usuarios de los servicios públicos una regulación para el mercado que permita cumplir con el propósito del precio justo con la calidad requerida.
Agregan que existe coherencia entre los objetivos a cumplir para el año 2010 y el que se proyecta realizar según las actividades programadas en el PAO, incluyendo el compromiso de cumplimiento de éstos a través de las metas fijadas. 

6. Sobre los requerimientos solicitados por la Contraloría General de la República

Mediante el oficio N° 194-RG-2009 fechado y recibido en esta Contraloría el 10 de julio del presente año, el señor Regulador General, Fernando Herrero Acosta se refiere a los requerimientos que al respecto fueron solicitados por este órgano contralor. 

Con respecto a los detalles de los costos relacionados con la actividad de regulación que legalmente le corresponden realizar a la ARESEP, excluyendo la totalidad de los costos directos o indirectos que deben ser  cubiertos con recursos de la venta de servicios administrativos a  la SUTEL, se estableció que las funciones de la Junta Directiva y la Auditoria Interna de la Autoridad Reguladora en materia de telecomunicaciones, de acuerdo con los artículo 53, 70 y 73 de la Ley N° 7593, así como el artículo 40 y 77 de la Ley N° 8642, se tasan con la experiencia adquirida durante los meses que han transcurrido desde que se aprobaron dichas leyes, en que el 20% del tiempo y costo de las dependencias de la Junta Directiva, Asesoría Legal y Económica de la Junta y la del Regulador General en su calidad de miembro de la Junta Directiva se destinaran a labores relacionadas con las funciones legales de ARESEP a la SUTEL. 

Ese porcentaje se incrementa al 40% en labores de auditoria y por lo tanto la suma solicitada asciende a ¢391.454,00 millones de colones. 

Sobre la explicación de la inconsistencia entre los datos suministrados en la sección “Descripción de Subpartidas”, de la propuesta de cánones del año 2010 respecto a los presentados ante esta Contraloría en el proyecto de cánones para el año 2009, en vista de que en muchos casos dicha información no es coincidente; se establece por parte de la ARESEP que el proyecto sigue el oficio N° 8538 del 31 de julio del 2007 de esta Contraloría General, en la cual se indicó que la serie de datos debían provenir de cierres contables, situación que se ratificó en el oficio N° 7750 del 31 de julio del año 2008 y por lo tanto así se indica.

En cuanto a los costos de capacitación, éstos se justifican a partir de la información contenida en el anexo N° 2, en el cual se encuentran los detalles del plan de capacitación, no obstante según la verificación realizada por este órgano contralor, ese anexo corresponde a la información referida  en el año 2009, por lo que se solicitó presentar el anexo correspondiente al plan de capacitación del 2010. Al respecto alega ARESEP  tal situación obedeció a un error de traspapeleo y suministró lo solicitado. 

Sobre la partida bienes intangibles se le solicito justificar detalladamente el monto proyectado; al respecto sostiene la ARESEP, que tal y como se presenta en el anexo 1.b del proyecto, dicho monto corresponde a la actualización de Acuerdsoft, el portal electrónico, el sistema de gestión de la información y un conjunto de discos que permiten el almacenamiento masivo de información llamado SAN, así como los depósitos de garantía, y licencias  

IV.
MARCO TEÓRICO PARA LA APROBACIÓN DE CÁNONES A CARGO DE LA CGR PARA EL AÑO 2010.

La presente  aprobación legalmente asignada a esta Contraloría General, tal como se ha reiterado en el desarrollo anterior, tiene su sustento en el artículo 82 de la Ley N° 7593 y sus reformas, así como en el reglamento a dicha ley. 
En este contexto se ha realizado eficazmente la audiencia a las entidades reguladas tal y como lo impone la norma citada, la cual para nuestros efectos debe estar considerada abierta a quienes invoquen la afectación de intereses legítimos o derechos subjetivos, ya que el fin del proceso  es el dictado o no de la aprobación del proyecto, acto que debe ser considerado definitivo y por lo que, de acuerdo, con el artículo 33 de la Ley  Orgánica de la Contraloría General de la República, N° 7428 del 7 de setiembre de 1994 y sus reformas, está sujeto al régimen común del derecho procesal público

Bajo esta consideración, los objetantes cumplen a cabalidad las características que les permiten participar en el proceso, con la legitimación necesaria ya sea en tono personal o como instituciones de derecho público o entidades, corporaciones que ostenten la representación y defensa de intereses o derechos de carácter general, gremial o corporativo de acuerdo con los postulados del artículo 10 del Código Procesal Contencioso Administrativo y a los artículos 223, 224 de la Ley General de la Administración Pública. 
El procedimiento seguido en este órgano contralor ha cumplido a cabalidad con la finalidad delegada por la Ley N° 7593, la cual es interpretada por la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia (Voto 4252- 1997), en cuanto a que el servicio al costo debe ser norte del proceso de aprobación asignado a la Contraloría General de la República. Por lo que es obligación de este órgano contralor verificar la razonabilidad de los rubros asociados a inversión así como los costos o gastos operativos, administrativos y de mantenimiento necesarios para que la ARESEP preste adecuadamente el servicio de regulación que legalmente tiene asignado.

Lo anterior, sin dejar de lado que,  tal como lo ha desarrollado esta Contraloría en el reiterado oficio N° 8538, a cada regulado debe cobrarse el canon de regulación según los servicios de regulación que se proyecta recibirá y que dicho cobro debe ser factible de poder ser pagado por cada regulado según las posibilidades que genere específicamente la actividad que realice.

No debe confundirse, tal como lo ha hecho erróneamente la ARESEP, que lo propuesto por esta Contraloría Contraloría es que se le cobre un monto mayor del canon de regulación al que genera mayor nivel de ingresos en la prestación del servicio público; dejando total o parcialmente de lado el aspecto de vinculación del cobro de este canon con el servicio de regulación realmente recibidos.
 Además, no debe dejar de considerarse lo establecido en el mismo reglamento de la Ley N° 7593, en su artículo 62, que obliga expresamente a que la distribución  de los costos de la regulación para efecto de determinar los cánones a cobrar, debe cumplir con el criterio de horas de regulación, aspecto que resulta totalmente concordante y coincidente con lo dispuesto por esta Contraloría General de la República.
Por lo tanto, esta Contraloría General analizó los costos o gastos en dos sentidos; el primero, que estos deben ser racionales y factibles de ejecutar en el periodo que se pretenden presupuestar o de acuerdo con lo establecido en un plan estratégico de mediano y largo plazo, aspecto en el cual no se determinó que la propuesta fuera más allá de la competencia administrativa de que goza esa Autoridad; y segundo, que se haya distribuido legalmente el costo de la regulación entre cada regulado.  
Respecto a ese segundo aspecto, es criterio de esta Contraloría General que ello no se cumple estrictamente en el proyecto presentado por la ARESEP para efecto del presente proceso de aprobación, dado que no se demuestra que esta distribución para cada regulado este acorde con el principio de servicio al costo legalmente establecido y por tanto asociado a cada uno de los cánones estimados y a una estimación de los servicios que se van efectivamente a prestar a cada uno de esos regulados;  argumento que igualmente fue alegado por los objetantes en el proceso de audiencia pública y que finalmente es avalado por esta Contraloría General 

Finalmente, debe considerarse que el presente proceso de aprobación, a diferencia de las realizadas anteriormente, conlleva la entrada en vigencia de la Ley de Fortalecimiento y Modernización de las Entidades Públicas del Sector Telecomunicaciones, N° 8660, que crea un nuevo ente regulador en materia de telecomunicaciones, a saber la SUTEL, como un órgano de desconcentración máxima, con personalidad jurídica instrumental, al cual el legislador, le asignó la competencia regulatoria en el sector de telecomunicaciones, por lo que a partir de la creación de la SUTEL, a la ARESEP no le compete regular el mercado de las telecomunicaciones, en consecuencia, esta materia no forma parte de la propuesta de cánones 2010.
V.
RESULTADO

Por lo anterior se  imprueba la propuesta de proyecto de cánones 2010, presentada por la ARESEP ante esta Contraloría General mediante oficio N° 193-GG-2009 de 29 de mayo de 2009, por cuanto la metodología que sustenta el cálculo del canon de regulación a cobrar a cada regulado no cumple con el principio de servicio al costo.
No obstante, esta Contraloría General, a la luz de lo establecido en el artículo 10 de la Ley General de la Administración Pública y en salvaguardia del principio de la continuidad del servicio público de regulación, procede a aplicar el siguiente procedimiento excepcional, con la única finalidad de generar un monto de ingresos para permitir el cumplimiento de los objetivos asignados a la ARESEP, por lo cual resultará obligatorio para la Junta Directiva de esa Autoridad que adecue los planes operativos y estratégicos a lo establecido en esta improbación.
Por ello, la estimación que hace la Contraloría General de la República para efecto de estimar el canon de regulación a cobrar a cada regulado en el año 2010 por la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos, toma como base el proyecto de cánones aprobado para el año 2009, y no la propuesta presentada por la ARESEP para el año 2010.
De ese proyecto aprobado para el año 2009, se eliminan los cánones correspondientes a la regulación de Telecomunicaciones por ¢1.355.748.000,00 colones y la Empresa de Servicios Beko S.A. por ¢2.155.000,00 colones que dejan de ser reguladas por la ARESEP, según la propuesta presentada.

De lo anterior, se obtiene un canon total por ¢5.286.734.000,00 colones distribuido entre las empresa reguladas. A ese monto se le aplica un ajuste por inflación, considerando el dato obtenido del Banco Central de Costa Rica en su programa macroeconómico primera revisión, el cual estima que para el año 2010 el índice de inflación se ubicará en un 9.00%, siendo que ahora el monto global ajustado por inflación queda de ¢5.762.540.000,00 colones, el cual se distribuye entre las empresas reguladas de acuerdo con el valor porcentual que representa cada canon de regulación aprobado para el año 2009 respecto al total de cánones aprobados para ese mismo año.

Adicionalmente, dado que esta Contraloría General mediante oficio N° DFOE-ED-0522(7782) le aprobó a la ARESEP los recursos para alquilar un edificio que albergará a la ARESEP y SUTEL a partir de este año 2009, se estima prudente incorporar la estimación presentada en el proyecto de cánones de 2010 para alquiler de edificio por ¢800.000.000,00 colones y distribuirlo proporcionalmente entre los regulados, con este ajuste el monto global de cánones asciende a ¢6.562.540.000,00 colones.

Otras estimaciones que se rescatan del proyecto de cánones 2010 es lo correspondiente al programa de calidad y lo referente a la inspección vehicular integral por ¢1.481.136.000,00 colones que resultan ser actividades que se incluyen por primera vez para efecto del establecimiento de los cánones de regulación, según lo presentado en el anexo 10 del proyecto en estudio, por tanto, el monto total del canon alcanza con estos rubros, un monto de ¢8.043.676.060,00 colones.

Finalmente, como parte de este procedimiento excepcional, para la determinación del canon de regulación calculado a cada una de las empresas reguladas por la ARESEP, se procedió a revisar que esta metodología no derive en un pago mayor de canon al monto originalmente propuesto por la ARESEP para el 2010.  Este ajuste resultó en un monto total y final del costo de la regulación de ¢8.001.628.530,00 colones, que se distribuye entre las empresas reguladas de la siguiente forma.
	MONTO TOTAL APROBADO
	Canon 2010
Con ajuste

CGR

	
	

	  GRAN TOTAL 
	8.001.628.530,60

	ENERGIA
	3.769.833.598,59

	 REGULACION ELECTRICA 
	1.252.371.167,11

	 Generadores y  Distribuidores Eléctricos:
	1.159.075.712,62

	CNFL
	218.017.577,46

	Coopealfaro Ruiz
	2.194.406,40

	Coopeguanacaste
	27.661.043,68

	Coopesantos
	11.519.808,83

	Coopelesca
	27.886.787,44

	ESPH
	37.742.925,34

	ICE
	796.615.130,68

	JASEC
	37.438.032,79

	Generadores Privados:
	93.295.454,49

	   Aeroenergía S.A. 
	1.179.256,05

	   Azucarera el Viejo S.A. 
	560.000,00

	   Compañía Eléctrica Doña Julia S.A. 
	7.766.952,75

	   Coneléctricas R. L. 
	5.914.900,08

	   Desarrollos Energéticos MW S.A. 
	101.788,42

	   El Angel S.A. 
	963.265,99

	   El Embalse S.A 
	506.459,44

	   Empresa Eléctrica Matamoros S.A. 
	1.150.705,64

	   Geoenergía Guanacaste Ltda. 
	15.376.257,58

	   Hidroeléctrica Aguas Zarcas S.A. 
	5.865.247,20

	   Hidroeléctrica Caño Grande S.A. 
	1.184.221,34

	   Hidroeléctrica Platanar S.A. 
	7.078.018,95

	   Hidroeléctrica Río Lajas S.A. 
	4.612.753,14

	   Hidroeléctrica Tuis S.A. 
	517.631,34

	   Hidroenergía del General S.R.L. 
	6.005.516,60

	   Hidrovenecia S.A. 
	836.651,13

	   Ingenio Quebrada Azul Ltda..... 
	39.722,31

	   Ingenio Taboga S.A. 
	427.014,82

	   Inversiones La Manguera S.A. 
	1.353.041,15

	   La Lucha S.A. 
	136.545,44

	   La Rebeca de la Marina S.A. 
	17.378,51

	   Losko S.A. 
	886.304,02

	   Molinos de Viento Arenal S.A. 
	4.931.772,94

	   P.H. Don Pedro S.A. 
	5.459.334,85

	   P.H. Río Volcán S.A. 
	5.984.414,13

	   Plantas Eólicas S.A. 
	5.419.612,54

	   Sociedad Planta Eléctrica Tapezco Ltda. 
	28.550,41

	   Suerkata S.R.L. 
	1.077.467,63

	   Unión Fenosa Generadora la Joya S.A. 
	7.914.670,08

	 
	 

	 REGULACION DE COMBUSTIBLE 
	2.517.462.431,47

	Distribuidores al Consumidor Final   
	636.456.664,40

	      Promedio por Litro 
	 

	 Distribuidores de Gas Licuado de Petróleo 
	331.611.327,47

	      Promedio por Litro 
	 

	 RECOPE 
	1.540.006.439,61

	 Transportistas 
	9.388.000,00

	      Promedio por Litro 
	 

	 
	 

	AGUA Y AMBIENTE
	1.894.843.565,51

	 
	 

	 REGULACION ACUEDUCTOS Y ALCANTARILLADO 
	1.870.590.565,51

	 
	 

	 Acueductos Públicos: 
	1.870.115.139,13

	ESPH
	105.141.228,14

	 A y A 
	1.402.238.473,81

	 Sistema Acueductos Comunales - A y A 
	362.735.437,17

	 
	 

	 Acueductos Privados                           
	475.426,39

	   Condominio Parque Montaña del Sol 
	6.206,61

	   Desarrolladora Agua Tal S.A. 
	469.219,78

	 
	 

	 
	 

	 RIEGO Y AVENAMIENTO 
	24.253.000,00

	 SENARA 
	24.253.000,00

	 
	 

	TRANSPORTE
	2.336.951.366,50

	 
	 

	 REGULACION TRANSPORTE PUBLICO
	1.882.605.769,43

	 
	 

	Transporte terrestre:
	1.879.766.418,91

	 Autobuses 
	1.321.172.688,93

	     Promedio por autobús, colones 
	296.676,00

	 
	 

	 Taxis 
	558.593.729,98

	    Promedio por taxi (en colones) 
	43.446,28

	 
	 

	 Transporte Personas Vía Acuática: 
	2.839.350,52

	    Cabotaje Mayor 
	2.320.031,11

	   Coonatramar R.L. 
	1.010.436,24

	   Naviera Tambor S.A. 
	1.309.594,88

	 
	 

	    Cabotaje Menor 
	519.319,40

	   ADIP Paquera 
	53.000,00

	Anabelle Morales Carpio
	65.372,35

	   Coopetraca 
	64.548,75

	   Elizabeth Cordero Romero                                 
	32.274,38

	   Inversiones Legu S.A. 
	64.548,75

	   Rubén Viajes Bananeros 
	64.548,75

	  Transportes Chavarría 
	32.274,38

	   Viajes y Transportes Clic Clic S.A. 
	96.823,13

	   Wildan Tijerino Cortes 
	45.928,92

	 
	 

	 REGULACION PORTUARIA 
	302.051.399,58

	 Dirección General de Aviación Civil 
	61.328.000,00

	 Estibadoras Privadas 
	31.306.144,84

	    Promedio por tonelada 
	 

	 INCOP 
	68.193.274,10

	 JAPDEVA 
	141.223.980,64

	 
	 

	REGULACION CARGA POR FERROCARRIL 
	2.363.477,39

	 INCOFER 
	2.363.477,39

	 
	 

	 REGULACIÓN PEAJES 
	25.699.092,65

	 CONAVI 
	25.699.092,65

	 
	 

	 REGULACION SERVICIO SOCIAL POSTAL 
	5.095.627,46

	 Correos de Costa Rica S.A. 
	5.095.627,46

	 
	 

	Inspección vehicular integral
	119.136.000,00

	RITEVE
	119.136.000,00


De acuerdo con el artículo 240 de la Ley General de la Administración Pública, le corresponde a esa Administración comunicar debidamente a los regulados el monto de los cánones aprobados.

Atentamente,

Allan Roberto Ugalde Rojas
Gerente de Área

MVQM/LFE/ MMC/JFMF/GRS/ARUR/zwc
ci
Dr. Fernando Herrero Acosta, Regulador General - ARESEP


Lic. Luis Fernando Sequeira, Auditor Interno - ARESEP
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